










La memoria del conflicto armado en Colombia y su etapa de postacuerdo en el 
gobierno del Presidente Juan Manuel Santos 
(The memory of the armed conflict in Colombia until the post-peace agreement) 






Transcurridos tres años de la firma del Acuerdo con las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia2(FARC), aún se presenta como principal reto su cumplimiento e 
implementación. En este contexto, la garantía de la memoria como derecho fundamental 
juega un papel importante en la superación del conflicto armado, la justicia transicional, la 
construcción de paz y reconciliación duradera. Por esta razón, está investigación busca 
indagar si las modificaciones que hechas al Acuerdo desde su firma, han influido en la 
recuperación de la memoria histórica del conflicto armado colombiano. El artículo se divide 
en tres partes: en la primera se hace una aproximación teórica a la memoria; en la segunda 
parte se esbozan los principales antecedentes internacionales y se presenta un recuento de los 
esfuerzos realizados en el país para reivindicar el derecho a la memoria del conflicto armado; 
y en la tercera, se abordan las principales transformaciones que ha tenido el Acuerdo en lo 
que corresponde al derecho a la memoria. Para esto, se realizó un estudio hermenéutico, 
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Las FARC creada en 1964 por campesinos del Tolima, fue la guerrilla más antigua de Colombia, que después 
de más de medio siglo de conflicto decidieron construir un Acuerdo de paz con el gobierno para su posterior 
desmovilización. Actualmente, las FARC es el partido político que los representa en la legalidad. 
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After three years of the signing of the Agreements with the FARC, its compliance and 
implementation is still a major challenge. In this context, the guarantee of memory as the 
fundamental right plays an important role in overcoming armed conflict, transitional justice, 
peace building and lasting reconciliation. For this reason, it is seeking investigation if the 
agreements have been modified since its signature, have influenced the historical memory of 
the Colombian armed conflict. The article is divided into three parts: a theoretical approach 
to memory is made in the first; the second part outlines the main international antecedents 
and a recount of the efforts that have been made in the country to claim the right to memory 
of the armed conflict; and in the third, the main transformations that the Agreements have 
had regarding the right to memory are addressed. For this, a hermeneutic study was 












Después de la segunda guerra mundial se reconoció la memoria como un derecho y un 
concepto fundamental en la construcción de paz y para garantizar la superación del conflicto 
armado. En Colombia la memoria ha alcanzado importancia especial en el contexto del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera suscrita por el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP). El reconocimiento de la verdad y dentro de esta, 
de la memoria histórica, hace parte de las obligaciones de los Estados durante los procesos 
de justicia transicional. La memoria histórica es parte fundamental de la superación de las 
atrocidades sufridas durante el conflicto y el compromiso de la sociedad a la no repetición de 
los mismos (Torres, 2017). 
El conflicto interno colombiano, al tener más de cincuenta años de enfrentamientos, es 
considerado el más antiguo de occidente (Hernández, 2019). En Colombia, el número de 
víctimas fatales por conflicto armado entre 1958 y 2012 asciende al menos a 220.000, de las 
cuales el 80% fueron personas civiles desarmadas. A esto se suman ¨otros miles de víctimas 
de desaparición forzada, desplazamiento forzoso, secuestros, ejecuciones extrajudiciales, 
reclutamiento ilícito, tortura, sevicia, minas antipersonales, y violencia sexual”. (Grupo de 
Memoria Histórica, 2016, p. 23). Esto puede sumar más de ocho millones de víctimas 
(Hernández, 2019). 
La construcción de memoria y el interés por el pasado es más relevante al considerar que 
gran parte de estas víctimas han sido silenciadas, invisibilizadas o negadas. La memoria del 
conflicto armado colombiano está anclada en el presente (Grupo de Memoria Histórica, 
2016), porque a pesar de que ya se han cumplido casi tres años de la firma del Acuerdo de 
paz con las FARC, el conflicto continúa y siguen apareciendo víctimas. Esto constituye un 
indicio serio de que las FARC era solo uno de los actores armados del complejo ciclo de 
violencia del país. 
Académicos y juristas de diferentes universidades y centros de investigación han abordado 
la memoria desde un desarrollo conceptual, su aplicabilidad en la legislación y en la realidad 
política e histórica del país (Torres, 2017). Sin embargo, muchos de estos estudios se han 
centrado en una sola ley o han analizado las referencias normativas hasta el Acuerdo de paz. 
La presente investigación busca, no solamente aportar información acerca de los esfuerzos 
que se han dado en el país por consolidar una construcción de la memoria histórica del 
conflicto armado, sino además, que esta información sea actualizada y enfocada a la 
normatividad del postacuerdo. 
Por tanto, con la presente investigación, no solo se busca aportar a investigadores o juristas 
interesados en el problema teórico y normativo de la memoria en nuestro contexto, sino que 
además pretende ser un documento que beneficie directa e indirectamente a víctimas del 
conflicto armado y a la sociedad colombiana en general. 
Para comprender la importancia que tiene la memoria en el contexto actual y los avances que 
se han dado en el país para la garantía y el ejercicio de este derecho, el documento se ha 
dividido en tres partes: la primera parte es una aproximación teórica a la memoria y su 
relación con el ejercicio del derecho; la segunda, presenta los principales antecedentes 
internacionales que influyeron en la consolidación de la memoria como derecho y los 
esfuerzos gubernamentales, legislativos y no gubernamentales encaminados a consolidar el 
ejercicio y la garantía de este derecho hasta la firma del Acuerdo; la tercera parte, señala 
algunos aspectos de la implementación del Acuerdo y las modificaciones que han influido la 
memoria del conflicto armado en Colombia. 
1 La memoria como concepto y como derecho fundamental 
 
Para entender la relación entre la memoria y el derecho es importante entender cómo se han 
relacionado el tiempo y el derecho a lo largo de la historia, por lo tanto examinaremos el 
abordaje que le ha dado Francois Ost al tema (2005) y cómo concibe la esencia de la relación 
entre el pasado y el futuro. Para Ost, el tiempo es plural y diverso, no es único, está compuesto 
por diferentes ritmos, velocidades, ciclos, instantes, duraciones que conviven y chocan entre 
sí. El tiempo puede ser leído en términos de duración discontinua y reinventada de instantes 
significativos o momentos históricos; debe ser interpretado en términos de simultaneidad más 
que de sucesión. El derecho al tiempo se refiere a que cada individuo o grupo debe poder 
avanzar a su ritmo y reconstruir su pasado de acuerdo a sus experiencias y construir su futuro 
de acuerdo a sus expectativas (Ost, 2000). 
Dentro de esta relación dialéctica3 entre el tiempo y el derecho aparecen varias dimensiones 
de la temporalización normativa: la memoria y el perdón vinculadas al pasado que se 
encargan de garantizar su transmisión y registro; y la promesa y la apuesta y el perdón que 
le da un nuevo sentido al futuro al desvincularlo con el pasado (Ost, 2005), saldándolo, para 
lograr romper los ciclos de venganza y resentimiento que se generan en el conflicto armado, 
otorgándole un nuevo futuro al pasado. Por otro lado, la promesa, es la capacidad que tiene 
la sociedad de comprometerse con el futuro, a través de normativas que facilitan y encaminan 
su desarrollo. 
Entonces el perdón y la promesa son actos performativos de encuentro entre el pasado y el 
futuro, siendo el perdón el que libera el futuro del hecho comprobado y la promesa la que lo 
vincula a “una ley más fuerte que la caótica incertidumbre respecto al mañana.” (Ost, 2005, 
p. 34). 
Esta concepción de Ost que vincula el tiempo, la memoria y el derecho puede ser equiparada 
a lo que pasa en los procesos de justicia transicional o acuerdos de paz, en los que, a través 
de medidas jurisdiccionales o no jurisdiccionales, en las que se apela al pasado, 
reconstruyendo la memoria y reconociendo la verdad, se logran procesos de reparación, 
perdón y reconciliación con miras a un nuevo futuro. 
La memoria no está circunscrita únicamente al pasado, sino que el pasado se escribe y se 
construye a partir del presente. Al respecto Ost (2005) precisa que aquella memoria, que 
reemplaza el pasado, es objetiva y social; los recuerdos se expresan en términos de la 
tradición y la corriente de pensamiento de la que se proviene y adquieren sentido al ser 
expresados a una colectividad social que, a su vez los reelabora, es decir, la memoria es 
producto de una reinterpretación colectiva. 
Ost precisa además que la memoria no proviene únicamente del pasado, realmente se ejerce 




Ost (2005) afirma que más allá de que el tiempo sea considerado una experiencia psíquica y un fenómeno 
físico, es una institución y una construcción social; por otro lado, el derecho, más allá de limitarse a ser una 
serie de sanciones y prohibiciones, es un discurso performativo, enfocado en declarar el valor y el sentido de la 
vida en una sociedad; ahora bien, existe una relación dialéctica entre el derecho y el tiempo, en la que tanto el 
tiempo determina la fuerza instituyente del derecho, como el derecho influye en la temporalización del tiempo. 
reelaboración de datos del presente como del pasado próximo. Por tanto, la memoria es una 
disposición activa y voluntaria, no espontánea. La memoria no se opone al olvido, más bien 
lo abarca; al ser un ejercicio de reelaboración, también es un ejercicio de eliminación 
selectiva de recuerdos, caracterizada por un carácter jerarquizante y estructurado (Ost, 2005). 
Es importante diferenciar entre memoria colectiva y memoria histórica: la primera surge 
dentro de los grupos sociales y genera tradiciones vivas, configura identidad y da sentido; 
mientras que la segunda, es la descripción de hechos y sucesos que genera el saber histórico, 
cronológico y objetivo (Ost, 2005). 
La memoria histórica es una categoría de carácter ético-política, tiene una función vindicativa 
para aquellos que han sido vulnerados. La memoria histórica como derecho colectivo, es el 
derecho de los pueblos a conocer su pasado para poder enfrentar su presente y construir su 
futuro; además es un derecho subjetivo por su estrecha relación con otros derechos 
fundamentales, como el de la verdad, la reparación, la justicia, entre otros. La memoria 
histórica es un derecho fundamental, ayuda a las víctimas a generar identidad y organización 
(Muñoz, 2018). La memoria histórica es una parte fundamental en los procesos en los que se 
busca la transición de un pasado violento a un futuro de bienestar y paz, a través del recuento 
de testimonios y hechos, el análisis de los mismos y la confrontación de los diferentes puntos 
de vista del pasado (Reyes, 2015). 
2 Antecedentes 
 
A continuación, se presentan los principales antecedentes internacionales que contribuyeron 
a la concepción actual de la memoria histórica del conflicto colombiano como derecho 
fundamental y parte esencial de los procesos de justicia transicional y de construcción de paz. 
2.1 Antecedentes Internacionales 
 
La memoria como derecho fundamental no siempre ha sido parte de los procesos de 
construcción de paz o de justicia transicional. La consolidación de la memoria como derecho 
fundamental, inalienable, imprescindible e inseparable de la justicia transicional, se dio para 
garantizar la necesidad de una reconciliación a partir de violaciones de derechos humanos. A 
nivel internacional, es a partir de la Segunda Guerra Mundial que se empieza a otorgar 
importancia a la memoria como deber y derecho, y con esta, a su relación con la justicia, la 
verdad y la reparación (Muñoz, 2018).  Esto se materializó a partir de los juicios de 
Núremberg que determinaron y sancionaron las responsabilidades de los miembros del 
Tercer Reich alemán a lo largo de la Segunda Guerra Mundial (Torres, 2017). Juicios sin 
antecedentes históricos que establecieron responsabilidades por el exterminio de seis 
millones de judíos, la esclavitud de las doce naciones, y la esterilización de nacionales 
identificados como oponentes ideológicos, creando así jurisprudencia internacional y 
estableciéndose como referente ético para reducir la crueldad en la guerra, limitar la venganza 
de las víctimas, reconstruir los conceptos de estado de derecho y de derechos humanos y dar 
marco legal al nacimiento de los tribunales internacionales. 
Los Juicios enfrentaron desafíos legales respecto a su competencia, la tipificación de los 
delitos previa a la realización del crimen (crimen contra la paz, crímenes de guerra, crimen 
contra la humanidad y la ilegalidad de la guerra preventiva) y la definición de los grados de 
responsabilidad moral y personal de las fuerza militares, de las entidades oficiales entre ellas 
el aparato legal y de la población civil. 
Posteriormente, el derecho a la verdad, estrechamente vinculado con el de la memoria, fue 
reconocido en el Protocolo de Ginebra de 1949. Esto incentivó que se empezaran a crear 
Comisiones de la Verdad a partir de la década de los cincuenta (Muñoz, 2018) y hacia la 
década de los ochenta la memoria toma relevancia dentro de la justicia transicional (Torres, 
2017). 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de la Asamblea General de 
Naciones Unidas en 1966 y la Convención Americana sobre Derechos humanos (CADH) de 
la Organización de Estados Americanos en 1969, han promovido principios que han 
propiciado la consolidación de derechos de verdad, justicia y reparación. La Resolución 1325 
de 2000, estableció los principios para la promoción y protección de diferentes dimensiones 
del derecho a la memoria. Estas dimensiones se manifiestan en acciones activas para el 
conocimiento de la verdad, la realización de actos conmemorativos, la protección de los 
nombres de víctimas y desaparecidos, el archivo de documentos y objetos relacionados con 
la memoria (Torres, 2017). 
En 1997 la Comisión de los Derechos Humanos en el Informe de Joinet, define la verdad, la 
justicia y la reparación como parte del derecho a la memoria; además le otorga un carácter 
más colectivo a la verdad y a la memoria, reconociéndolos como un derecho que concierne 
a la sociedad y al Estado. En 2006 la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos 
declara el derecho a la memoria como imprescriptible, sin restricción, sin suspensión en 
relación con el derecho a la verdad (Muñoz, 2018). 
Existen múltiples ejemplos a nivel internacional que han aportado lecciones a los procesos 
de esclarecimiento de conflicto armado, construcción de memoria y justicia transicional en 
Latinoamérica y el mundo. A nivel mundial se destacan procesos como el de Irlanda que 
después de quinientos años de guerra, con profundas diferencias etno-religiosas entre 
católicos nacionalistas y protestantes unionistas, y donde la guerra era la única manera de 
expresión, se llegó al desgaste de los grupos armados y a la necesidad económica de lograr 
la paz. La activa participación de la sociedad civil permitió generar una iniciativa de paz 
llamada el acuerdo del “viernes santo” en 1998, donde se identificó la necesidad de reconocer 
el sufrimiento y dolor de las víctimas del conflicto, uno de los informes que recopila la 
memoria del conflicto y las propuestas de reparación se denomina “las recordaremos” 
El genocidio de Ruanda en 1994 que enfrentó a las etnias hutu y tutsi por el reparto de las 
tierras de la época colonial y cuyas tensiones se agudizaron con el asesinado del presidente 
Juvénal Habyarimana en el mes de abril y llevó al asesinato sistemático de 850.000 personas 
de la etnia tutsi a machete, a manos de radicales de la etnia hutu. En el mes de noviembre se 
instauró el Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR). El gobierno de Ruanda 
estableció un mecanismo de participación social donde se combinó la justicia Penal 
Internacional y el sistema de justicia comunitaria tradicional denominados tribunal “Gacaca”, 
donde la memoria histórica permite una mejor comprensión de lo que ocurrido. 
El caso de Sudáfrica se destaca especialmente por ser de los primeros casos en los que a 
través de métodos no judiciales se buscó adelantar un proceso de búsqueda de la verdad y 
justicia transicional. Este proceso se dio para buscar, reconocer y reparar los crímenes 
cometidos a lo largo del régimen apartheid (conjunto de normas jurídicas y sociales de 
discriminación) entre 1960 y 1994. Su objetivo principal fue reconstruir la verdad a través de 
la voz de las víctimas del conflicto (Torres, 2017). 
En Latinoamérica también se han adelantado experiencias relevantes de justicia transicional; 
Comisiones de la verdad, que han ido surgiendo a partir de los años ochenta con el fin de 
construir la memoria de procesos de dictadura y conflicto armado con movimientos armados 
insurgentes. Algunos de los ejemplos más relevantes son: la Comisión Nacional para la 
Investigación sobre Desaparición de Personas en Argentina (1983), creada con el objetivo de 
aclarar e investigar la desaparición forzada de más de 8000 personas producidas durante la 
dictadura militar, dando origen al Informe "Nunca Más". 
La Comisión de la Verdad en Salvador (1992), la cual surge del proceso de paz de 
Chapultepec, que pone fin a doce años de Guerra Civil con aproximadamente 75.000 
muertos, dando lugar al Informe denominado "De la Locura a la Esperanza: La guerra de 12 
años en El Salvador" 
En Guatemala después de treinta seis años de guerra y varios procesos de paz se crea en Oslo 
(1996) La Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) considera que la memoria 
histórica, individual y colectiva, es el fundamento de la identidad nacional. La memoria de 
las víctimas es un aspecto fundamental de la memoria histórica y permite rescatar los valores 
y las luchas por la dignidad humana. 
En Perú, después de sufrir un conflicto armado interno entre 1980 y 2000 entre el grupo 
maoísta Sendero Luminoso y el estado, con aproximadamente 23.000 muertos y 
desaparecidos se crea la Comisión de Verdad y Reconciliación en 2001, (Torres, 2017). 
2.2 Antecedentes Nacionales 
A pesar de que la memoria histórica es un derecho referenciado en diferentes convenios 
internacionales, Colombia no cuenta con un marco jurídico preciso. Esto tiene implicaciones 
directas en los derechos de las víctimas y en el Acuerdo firmado. Por esta razón se requiere 
una elaboración socio jurídica reflexiva para lograr la construcción de una memoria histórica 
como derecho fundamental enfocada a fortalecer la paz (Muñoz, 2018). 
La memoria del conflicto armado no es única ni es institucional 
 
Las organizaciones de derechos humanos y los movimientos de víctimas han tenido un papel 
protagónico en la construcción de memorias históricas del conflicto armado Colombiano en 
los últimos 30 y han representado una forma de conservar las múltiples verdades que 
componen la historia de violencia y lucha por la reivindicación de los derechos humano. 
Estos movimientos han estado al margen de la institucionalidad del estado, y han recibido 
campañas de desprestigio, siendo silenciadas e invisibilizadas constantemente por los bandos 
en conflicto. 
La denuncia a la vulneración de sus derechos ha sido el primer ejercicio de registro y memoria 
de las víctimas en medio del conflicto armado. Las primeras enunciaciones de la memoria 
fueron una iniciativa liderada por los movimientos sociales que denunciaron la impunidad y 
encubrimiento al atropello de los derechos humanos posteriores al Frente Nacional. La 
denuncia pública se convirtió en la primera estrategia de memoria de las víctimas en el país. 
Por esto, más allá de que la memoria sea un derecho reclamado desde el Estado, surge de 
manera confrontacional a este. (Sánchez, 2018). 
Entre 1974 y 2010 se registraron más de 177 iniciativas no estatales en torno a la memoria: 
marchas, manifestaciones, monumentos, producciones audiovisuales, libros, entre otros. En 
Bogotá se destaca el espacio Centro Memoria, Paz y Reconciliación que inició actividades 
en 2013 y se ha convertido en un espacio de discusión y encuentro para reflexionar en torno 
al conflicto armado colombiano. También es importante reconocer el trabajo en contra de la 
impunidad y alrededor de la memoria adelantado por organizaciones de derechos humanos. 
Todos estos esfuerzos complementan la memoria hegemónica construida desde la 
institucionalidad (Aguilar, 2018). 
Dentro de las políticas públicas más recientes asociadas a la memoria, la construcción de paz 
y verdad, y el conflicto armado colombiano, se ha puesto mayor atención a versiones no 
institucionales. Sin embargo, esto ha sido parte de un proceso de varias décadas que 
abordaremos a continuación. 
Primeras iniciativas gubernamentales: comisiones de verdad 
 
Las comisiones de verdad fueron los primeros esfuerzos por conocer la memoria y verdad 
del conflicto armado colombiano. La Comisión de la Verdad, de 1958, con la participación 
de Orlando Fals Borda, Eduardo Umaña Luna y Germán Guzmán, buscó estudiar la violencia 
en Colombia visitando las zonas más afectadas e identificando las principales problemáticas 
y necesidades, para proponer acciones concretas al gobierno. De este estudio se publicó el 
libro La violencia en Colombia (Arias, 2015). Este informe por primera vez tuvo en cuenta 
la voz de campesinos y víctimas de la violencia partidista de la década de los cincuenta 
(Centro de Memoria, Paz y Reconciliación, 2014 citado por Muñoz, 2018). 
Posteriormente, en el marco de los diálogos con el Movimiento 19 de abril (M19), se elaboró 
un informe sobre la violencia en el país. Su énfasis fue más académico que testimonial y tuvo 
en cuenta la violencia del Estado hacia las minorías étnicas lo cual sirvió de insumo para la 
constituyente de 1991 y el reconocimiento de estos sectores sociales. El informe Pacificar la 
Paz, presentado en 1992, elaborado en el marco de la Comisión de Superación de la 
Violencia, hizo un mapeo de los actores armados no desmovilizados y desmovilizados. 
Además, destacó la importancia de la inclusión política de los grupos armados para la 
consecución de la paz. A pesar de que fue socializado a lo largo del país, fue un diálogo desde 
el gobierno que no tuvo en cuenta a los demás actores (Centro de Memoria, Paz y 
Reconciliación, 2014 citado por Muñoz, 2018). 
Durante el gobierno de Cesar Gaviria se instauraron otras comisiones de la verdad 
relacionadas con el EPL, el movimiento armado Quintín Lame y la Comisión de Derechos 
humanos de la Costa Atlántica, entre otras. Durante el gobierno de Ernesto Samper también 
hubo una Comisión de Derechos humanos y la Comisión de Investigación de los sucesos 
violentos de Trujillo. Posteriormente, se instauró la Comisión de la Verdad encargada de la 
investigación de los hechos ocurridos en la toma del Palacio de Justicia (Arias, 2015). 
Recientemente el derecho a la verdad empieza a ser reconocido como un principio intrínseco 
a la reparación, la justicia y las garantías que se les debe dar a las víctimas y a la sociedad. 
Uno de los principales esfuerzos de la Corte Constitucional fue con la Sentencia 228 de 2002, 
que buscó resolver un problema jurídico contenido en la Ley 600 de 2000, Código de 
Procedimiento Penal, que reivindicó la verdad como derecho fundamental (Peña, 2015). 
Ley de Justicia y Paz 
 
La ley 975 de 2005 o Ley de Justicia y paz, aplica parcialmente referentes de justicia 
transicional en Colombia; incluyó la inmersión en un proceso de paz, que incluía la 
reincorporación a la vida civil de miembros de grupos paramilitares de forma individual y 
colectiva, con penas alternativas a la privación de la libertad. Además, incluyó algunas 
herramientas sucintas asociadas a reparación y verdad (Reyes, 2015). Sin embargo, las 
víctimas no percibieron esfuerzos auténticos relacionados con la reparación, justicia y verdad 
que requerían (Palou-Loverdus, 2018). 
Esto se dio en gran medida debido a que hubo lentitud en los procesos, por lo cual se 
acumularon y se dieron pocas sentencias. Por ejemplo, en el 2013, a ocho años de 
funcionamiento de la Ley de Justicia y Paz, había sólo catorce sentencias para 40.000 hechos 
confesados. Por esta razón, en 2012 el Congreso realizó una reforma a la ley con el fin de 
agilizar el trabajo de los jueces y de la Fiscalía (Aguilar, 2018). 
La Ley de Justicia y Paz se gestó en medio de contradicciones al negar la existencia del 
conflicto armado y reconociendo únicamente una amenaza terrorista. Además, buscó 
sostener un diálogo con un único actor armado: el paramilitarismo y excluir del proceso a los 
demás actores (Arias, 2015). 
Esta ley es la primera en introducir el concepto de memoria a la justicia transicional en 
Colombia (Arias, 2015); a nivel legislativo y gubernamental, empieza a conceptuar la 
memoria como un deber del Estado y a favorecer algunas iniciativas alrededor de la misma 
(Palou-Loverdus, 2018). Sin embargo, su aproximación es limitada en gran medida porque 
terminó siendo un estatuto enmarcado a las necesidades de los perpetradores, en este caso los 
grupos paramilitares. Esto afectó la búsqueda de la verdad y la construcción de la memoria 
(Arias, 2015). 
Es importante reconocer que esta ley incentivó a los desmovilizados aportar versiones libres 
o narración de los hechos ocurridos en un lenguaje entendible para las víctimas. Estas 
versiones libres aportaron un material para hacer un acercamiento parcial a la verdad judicial 
de lo ocurrido desde la perspectiva del victimario (Reyes, 2015). Estas versiones libres 
también generaron que se abrieran investigaciones a otros actores implicados en el conflicto, 
especialmente políticos (Arias, 2015). Sin embargo, los desmovilizados no estaban obligados 
a confesar totalmente los delitos cometidos o que conocían, ni a dar explicaciones sobre las 
víctimas desaparecidas (Sánchez, 2018). 
La justicia transicional de esta ley tuvo un carácter más político que jurídico y no tuvo en 
cuenta a todos los sujetos involucrados. Durante este proceso no se garantizó la creación de 
un proceso penal especial, se dio beneficios a los victimarios, tales como amnistías e indultos 
que favorecieron la impunidad de los crímenes cometidos. Líderes y organizaciones de 
víctimas reclamaron participación y reconocimiento más visible durante este proceso, lo que 
produjo que se realizarán varias modificaciones que buscaban garantizar la intervención 
activa de la población vulnerada (Suárez, 2017). 
Esta ley produjo inconformidad por la forma en que se dio la reinserción y desmovilización 
del paramilitarismo y las limitaciones de la verdad judicial que acompañó dicho proceso. 
Esto trajo consigo un clamor de varios sectores por la búsqueda de la verdad del conflicto 
armado. Con esto se empieza a constituir la víctima como sujeto de derecho, merecedora de 
verdad, justicia y reparación y a la memoria como mecanismo fundamental en la restitución 
de los derechos vulnerados. Esto se acompañó de la incorporación del discurso de la justicia 
transicional a la realidad sociopolítica y a la finalización de un conflicto que aún para ese 
momento no se veía viable (Sánchez, 2018). 
La Corte Constitucional emitió una serie de sentencias que exigieron a la Ley de Justicia y 
Paz que se abordará la memoria, la verdad y la reparación de las víctimas. Por otro lado, la 
Corte Suprema de Justicia ejerció como juez de segunda instancia en los procesos que se 
adelantaron a lo largo de la Ley 975 de 2005, a través de las cuales también emitió sentencias 
en pro de la verdad, la reparación y el reconocimiento de las víctimas (Arias, 2015). 
A través de esta ley se creó la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), 
la cual se encargó de promover acciones para esclarecer algunos de los hechos violentos que 
hacían parte de la historia del conflicto armado colombiano (Arias, 2015). La ley de Justicia 
y Paz le encargó a la CNRR construir un relato acerca de la historia y origen de los actores 
armados ilegales del conflicto colombiano (Grupo de Memoria Histórica, 2016). También se 
instó a garantizar la participación en los procesos de esclarecimiento judicial a las víctimas y 
a hacer seguimiento y evaluación de la reparación que se les debía hacer. Dentro de la CNRR 
se creó el Grupo de Memoria Histórica, conformado por académicos y expertos en eltema de 
violencia en Colombia. Este grupo está produciendo gran cantidad de informes quehan 
aportado a la conformación de la memoria histórica del conflicto armado en Colombia, 
dándole voz a las comunidades y víctimas. Posteriormente empezó a ser parte de Centro 
Nacional de Memoria Histórica (Aguilar, 2018). 
Finalmente, es importante tener en cuenta que además de los avances en justicia transicional 
y construcción de memoria que aportó esta ley, sus fallas y omisiones promovieron una 
proliferación e intensificación de las iniciativas que buscaban la verdad del conflicto armado 
del país (Sánchez, 2018), no solo a nivel ciudadano, cómo fueron los numerosos movimientos 
de derechos humanos y de víctimas, sino también en acciones como las de la Cortes 
Constitucional y la Corte Suprema de Justicia e iniciativas gubernamentales posteriores como 
fue la Ley 1448 de Víctimas. 
Ley de Víctimas y Centro Nacional de Memoria Histórica 
 
Posteriormente, la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas es la primera que le da una vigencia 
jurídica real a la memoria histórica. A través de esta normativa se consolida la transformación 
de una justicia transicional centrada en los perpetradores a una centrada en las víctimas 
(Sánchez, 2018). Esta ley es la concreción de la política pública relacionada con víctimas del 
conflicto armado, por esta razón tiene una incidencia directa al reconocimiento del derecho 
a la verdad y la memoria. La ley de Víctimas, empieza a concebir el reconocimiento de la 
verdad como el principal mecanismo para sanar las heridas que deja el conflicto armado en 
la sociedad (Arias, 2015). Además, crea medidas de reparación para las víctimas relacionadas 
con la rehabilitación, la no repetición, la restitución de tierras y la indemnización. También 
establece medidas puntuales relacionadas con la satisfacción, recopilación, búsqueda y 
publicación de la memoria histórica (Aguilar, 2018). 
Uno de los principales antecedentes de la Ley de Víctimas fue la Sentencia T-025 de 2004 
frente a los derechos de la población víctima del desplazamiento forzado, pues se reconoce 
la magnitud del problema, la extrema vulnerabilidad en la que se encontraba esta población 
y la responsabilidad gubernamental en su solución. Por esta razón la Ley 1448 del 2011 fue 
concebida teniendo en cuenta la magnitud del desplazamiento y la necesidad de tomar 
medidas para la solución del mismo (Suarez, 2017). 
Esta ley pone en la agenda pública la construcción de memoria y reparación promoviendo 
mayor participación de la sociedad en el proceso de su construcción; propicia que la dignidad 
de las víctimas sea resarcida; y aporta las bases de la discusión democrática para legitimar el 
proceso (Torres, 2017). 
Se destaca el artículo 139 que establece una serie de medidas en función de mitigar el dolor 
de las víctimas a través de actos para su reconocimiento como homenajes públicos y actos 
conmemorativos, en los que los perpetradores acepten públicamente su responsabilidad; la 
construcción de monumentos en función del reconocimiento de las víctimas y la promoción 
de investigaciones relacionadas con las violaciones de derechos humanos a lo largo del 
conflicto. El artículo 141 establece la importancia de la reparación simbólica que se le debe 
dar a las víctimas y que incluye la preservación de la memoria histórica, la aceptación de los 
hechos ocurridos, las garantías de no repetición y de poder solicitar perdón. También se 
destaca el artículo 143 que establece el deber del Estado en la construcción de memoria y de 
propiciar la construcción conjunta a través de la participación de los diferentes actores para 
la búsqueda de la verdad. (Arias, 2015). El esfuerzo de esta ley por adelantar una reparación 
que incluya la recuperación de los territorios e inmuebles perdidos durante el conflicto, 
facilitó la participación más activa de las víctimas (Reyes, 2015). 
En el marco de la Ley de Víctimas se crean tres instituciones enfocadas a la garantía de los 
derechos de las víctimas: La Unidad de Restitución de Tierras, La Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas y el Centro Nacional de Memoria Histórica. Los 
artículos 144 y 145 establecen el Centro de Memoria como la institución responsable de la 
construcción de memoria histórica del conflicto armado colombiano, a través de la 
documentación y recopilación de pruebas y testimonios que den cuenta del mismo (Arias, 
2015). 
El Centro de Memoria Histórica ha sido hasta hoy una de las principales instituciones a 
nacionales enfocada en generar la reconstrucción colectiva de la memoria con las víctimas, 
para propiciar la comprensión de lo sucedido en el conflicto. El concepto de memoria que 
empieza a usarse en esta institución se transforma sustancialmente al convertirse en algo más 
amplio y plural que incluya múltiples memorias rigurosas y legítimas, con el objeto 
comprender de forma más completa el conflicto, sus causas, consecuencias y responsables; 
de esta forma, develar aquellas verdades ocultas o silenciadas relacionadas con la violación 
de derechos humanos que se han perpetuado sistemáticamente a lo largo del conflicto armado 
del país. Este espacio ha buscado también dignificar a las víctimas y los espacios que guardan 
vestigios de ese conflicto, generando procesos de duelo colectivos e individuales, para así 
lograr una reconciliación con el pasado, proyectarse a futuro armónicamente a partir del 
mismo (Palou-Loverdus, 2018). La memoria en esta institución fue conceptuada como una 
narrativa anclada al presente y no a un pasado lejano (Grupo de Memoria Histórica, 2016). 
El Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) no busca imponer una verdad única 
cerrada, representativa de una memoria oficial, busca construir un elemento de reflexión para 
el debate político y social abierto. La memoria que se busca construir debe ser diversa, 
contradictoria y que incluya las diferentes responsabilidades y posturas (Palou-Loverdus, 
2018). 
Uno de los grandes a aportes a la construcción de memoria en nuestro país fue el informe 
“¡Basta Ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad”, elaborado por el Grupo de Memoria 
Histórica, adscrito primero a la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación y 
posteriormente al CNMH, en el que se realizó un recuento del conflicto armado colombiano, 
sus modalidades, las diferentes formas en que los actores armados usaron su poder social, 
físico y simbólico, provocando impactos de diferente naturaleza (Reyes, 2015). 
Este informe no solo concibió los actores armados como aparatos de guerra sino también 
como resultado de una construcción política y social a lo largo de la historia del país (Grupo 
de Memoria Histórica, 2016). Además de los informes, el Grupo de Memoria Histórica ha 
generado otro tipo de espacios (conferencias, capacitaciones, rutas de conflicto, documentos 
audiovisuales, archivos, espacios radiales) que han permitido dar instrumentos a la sociedad 
para que reconozcan la verdad, y exijan justicia y reparación (Reyes, 2015). 
La Ley de Víctimas se encuentra en consonancia con el Acuerdo de paz con las FARC, tanto 
que marcó la preparación para la negociación y transición para que surgiera dicho acuerdo, 
al facilitar procesos de reparación a las víctimas en distintos niveles (Sánchez, 2018). 
La importancia de esta ley se refleja en que ya existe una demanda al artículo 208 que estipula 
su vigencia hasta el 2021. Una de las principales razones para extender su vigencia es que a 
pesar de que se estipuló que los objetivos de reparación al total de las víctimas se alcanzarían 
en un plazo de 10 años, a la fecha solo se ha cumplido con 12.84 % de las víctimas reparadas 
(De justicia, 2019b). Teniendo en cuenta la importancia que tiene la reparación en la 
implementación del Acuerdo se hace imperativo que dicha ley se extienda. 
Acuerdo Final para la terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
estable y duradera 
El Acuerdo Final para la terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera firmado el 26 de septiembre de 2016, propone una serie de medidas jurisdiccionales 
y no jurisdiccionales orientadas al reconocimiento y reparación de las víctimas, y orientadas 
a la memoria y la verdad de los abusos cometidos en el pasado durante el conflicto (Palou- 
Loverdus, 2018). El Acuerdo está conformado por 558 disposiciones, que se dividen en 18 
temas y seis puntos: la política de desarrollo agrario, la participación política, el fin del 
conflicto como proceso integral y simultáneo, la solución al problema de las drogas ilícitas, 
las víctimas y la implementación, verificación y refrendación (Hernández, 2019). 
El Acuerdo de Paz más allá de proponer un proceso de desarme y justicia transicional para 
un actor armado, es una serie de medidas que buscan construir una paz estable y duradera en 
la que el conflicto no resurja. Para esto, se identificaron las principales razones por las que el 
conflicto armado colombiano se mantuvo por tantos años debido en gran medida a que las 
políticas gubernamentales han sido centralizadas y su cobertura se ha concentrado en las 
zonas urbanas dejando de lado las zonas periféricas y rurales (Goebertus, et al., 2019). 
Dentro del Acuerdo se aborda de forma más directa la construcción de memoria histórica del 
conflicto armado en el punto 5 que se concentró en las Víctimas del Conflicto y el Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), incluyendo la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP); y Compromiso sobre Derechos Humanos. Este punto 
se construyó teniendo en cuenta los siguientes principios: el reconocimiento de la 
responsabilidad, la participación y la reparación a las víctimas, la satisfacción de sus 
derechos, el esclarecimiento de la verdad, y las garantías de protección, seguridad y no 
repetición, el principio de reconciliación y el enfoque de derechos (Gobierno Nacional y 
FARC EP, 2016, p. 124). 
El SIVJRNR está en concordancia con el esfuerzo de colocar a las víctimas, sus testimonios, 
expectativas y propuestas en el centro del Acuerdo, además de reconocer como sujetos de 
derechos a quienes han sido vulnerados de forma directa e indirecta a lo largo del conflicto. 
El SIVJRNR debe trabajar de manera complementaria y articulada para lograr la mayor 
efectividad en sus funciones de rendición de cuentas de las violaciones de derechos humanos, 
lograr justicia, esclarecimiento de verdad y construcción de memoria histórica (Gobierno 
Nacional y FARC EP, 2016, p. 124-127). 
La importancia que se les da a las víctimas del conflicto armado en el acuerdo de paz se 
refleja en que hay un apartado exclusivo para esta población. Además, se reconoce que si se 
quiere llegar a una paz sostenible y duradera es imperativo darles un tratamiento adecuado a 
las víctimas y al reconocimiento de sus derechos (Suarez, 2017). La memoria histórica en el 
Acuerdo no es concebida como algo aislado o estandarizado sino que es parte fundamental 
en la realidad actual del país, por esta razón es parte fundamental del SIVJRNR (Palou- 
Loverdus, 2018). 
El SIVJRNR tiene los siguientes componentes: la Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV) y la Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP); la Unidad Especial para Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto 
y en razón del conflicto (UBPD); medidas de reparación integral de las víctimas para la 
reconstrucción de paz; y garantías de no repetición se dan por la implementación de los 
componentes anteriores y el resto de puntos propuestos en el Acuerdo Final. 
Los sistemas de juzgamiento contemplados en el acuerdo son: uno judicial, responsabilidad 
de la JEP y uno extra judicial, que es la CEV. (Gobierno Nacional y FARC EP, 2016, p. 129- 
130). La Justicia Especial para la Paz, JEP es la sala de justicia encargada de “investigar, 
esclarecer, perseguir y sancionar las graves violaciones de los derechos humanos y las graves 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario¨, se encarga de investigar, juzgar y 
sancionar a los miembros de las FARC-EP, víctimas, paramilitares desmovilizados, agentes 
del Estado y civiles, que estuvieron involucrados en el conflicto (Hernández, 2019). La 
UBPD es la unidad extrajudicial encargada de contribuir y coordinar las acciones 
humanitarias de identificación y búsqueda de las personas desaparecidas a lo largo del 
conflicto (Gobierno Nacional y FARC EP, 2016, p. 129-130). 
Dentro de estas medidas de reparación se conceptúa la memoria histórica como parte 
integrante del SIVJRNR. Esto se materializa, entre otras cosas en la creación de la CEV 
(Palou-Loverdus, 2018). La creación de la Comisión de la Verdad fue un importante paso ya 
que estas instituciones complementan las acciones de justicia y promueven la protección de 
los derechos de las víctimas, especialmente el derecho a la memoria (Torres, 2017). 
La CEV busca contribuir a la comprensión y esclarecimiento del conflicto, y ser una 
plataforma para facilitar el reconocimiento de las víctimas. Además, busca, más allá de una 
recopilación de hechos, realizar una aproximación a la memoria histórica que contribuya a la 
resolución pacífica de conflictos y la reconciliación. También cabe destacar la elaboración 
de un mapa de victimización, colectivo e individual cuyo fin estará centrado, entre otras 
cosas, en ser una fuente para la memoria y el reconocimiento (Gobierno Nacional y FARC 
EP, 2016, p. 185). Esto denota la complejidad con la que se empieza a concebir la memoria, 
a través de instrumentos diversos como son los testimonios, relatos y mapas. También se 
destaca la vinculación directa que empieza a tener la memoria y el reconocimiento individual 
y colectivo a las víctimas del conflicto. 
La CEV a partir de toda la información recopilada, entregará un informe final que dé cuenta 
del contexto histórico, las causas y orígenes del conflicto armado colombiano (Hernández, 
2019). Este órgano extra judicial y temporal, tiene como principal propósito el conocimiento 
de la verdad para generar una explicación acerca de lo complejo que fue el conflicto, 
reconocer los responsables directos o indirectos del conflicto armado y garantizar la no 
repetición a nivel territorial promoviendo acciones de convivencia. La CEV pretende 
promover un nuevo escenario en el que “será posible aportar a la construcción y preservación 
de la memoria histórica¨ (Gobierno Nacional y FARC EP, 2016, p. 130). 
El Acuerdo concibe la memoria del conflicto como un tema que no solo debe ser del gobierno 
o las organizaciones de víctimas y de derechos humanos, sino que debe ser conocida y 
construida por la sociedad en general, para así garantizar que la construcción de paz nos 
involucre a todos por igual. De esta manera, propone implementar diversas estrategias 
pedagógicas, educativas y culturales que contribuyan al conocimiento del funcionamiento, 
desarrollo y avances de la CEV, teniendo en cuenta su difusión a través de diversos medios 
de comunicación. Por ejemplo, el Informe Final que elaborará la CEV será incluido en el 
pensum escolar y las conclusiones serán parte del Museo Nacional de la Memoria (Gobierno 
Nacional y FARC EP, 2016). 
El Acuerdo también contempla acciones de dignificación, actos conmemorativos y 
homenajes de infraestructura o arquitectura relacionados con la memoria del conflicto. Estas 
medidas simbólicas y materiales que buscan dar cuenta del dolor de las víctimas, están 
concebidas desde una perspectiva territorial, comprendida en los Planes de reparación 
colectiva con enfoque territorial (Gobierno Nacional y FARC EP, 2016). Esto es muy 
importante porque descentraliza los procesos de gestión de la memoria, verdad y de 
construcción de paz teniendo en cuenta que han sido los sectores apartados de las grandes 
ciudades los que han padecido la mayor parte de consecuencias del conflicto armado. Las 
medidas de restitución de tierras, se busca que sean complementadas con el fortalecimiento 
de “construcción de la memoria histórica para la reconciliación¨ (Gobierno Nacional y FARC 
EP, 2016, p. 184). 
Otro de los importantes avances que se han dado en relación a la memoria histórica en el país 
es empezar a entender que no hay una memoria única y oficial del conflicto armado, sino que 
es un entramado dinámico de múltiples memorias, lo que permite comprender la complejidad 
del conflicto, sus causas, efectos y responsables (Palou-Loverdus, 2018). 
De acuerdo a todo lo anterior podemos concluir que el Acuerdo, sintetiza el recorrido 
histórico de esfuerzos gubernamentales y no gubernamentales que se han dado alrededor de 
construir una memoria histórica en función de la justicia transicional que dé pie a la 
construcción de una paz duradera a través de diferentes estrategias y teniendo en cuenta las 
múltiples voces, tanto en su construcción como en su difusión. 
3 Las intervenciones al Acuerdo de paz relacionadas con la memoria del conflicto 
 
El postconflicto es el periodo que inicia en el momento que se supera total o parcialmente un 
conflicto armado. En el Estado colombiano actualmente se llama postconflicto la etapa que 
inicia después de la firma y la implementación del Acuerdo de paz (Hernández, 2019). 
Actualmente la implementación del Acuerdo es algo que se está dando y la construcción de 
paz es un proceso mucho más largo. 
En términos generales, la implementación del acuerdo final se ha visto afectada 
negativamente debido a que más del 57% de las normas requeridas para su implementación 
hasta el momento no han sido expedidas por el Congreso y porque muchas de las iniciativas 
no han tenido respaldo para presentar los proyectos que necesitan o porque han sido hundidas 
durante el procedimiento (Goebertus, et al., 2019). El logro de las metas de cada uno de los 
puntos se está estrechando debido a que gran parte de los compromisos acordados no pueden 
ser ejecutados sin el soporte legal necesario (Centro de Investigación y Educación Popular 
[CINEP], 2019). 
Revisaremos los avances que se le han dado al punto 5 del Acuerdo de paz, sobre las Víctimas 
del conflicto “Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición”, incluyendo 
la Jurisdicción Especial para la Paz; y Compromiso sobre Derechos Humanos, Para esto 
abordaremos los principales momentos políticos y normativos que han tenido repercusiones 
en la modificación o implementación de este punto desde la firma inicial del Acuerdo de paz 
hasta el día de hoy. 
3.1 Modificaciones tras el triunfo del No en el plebiscito 
 
El presidente de la Republica de entonces (Juan Manuel Santos) decide, sin necesidad legal, 
someter el Acuerdo que buscaba terminar un conflicto de cinco siglos a un plebiscito para 
legitimarlo popularmente. La votación contó con una participación baja y el resultado fue 
negativo por un pequeño margen (0,24%), con excepción de los lugares que más habían 
padecido el conflicto. 
Es importante tener en cuenta que, al ganar el NO, se generó incertidumbre política y jurídica 
que frenó la implementación del acuerdo mientras era renegociado lo pactado (Fundación 
ideas para la paz [FIP], 2016). En consecuencia, se convocaron mesas negociadoras con los 
representantes cívicos y políticos que rechazaban el Acuerdo con el fin de negociar nuevos 
ajustes al texto (Palou-Loverdus, 2018). También se adelantaron reuniones con sectores de 
la sociedad que apoyaban el SI al Acuerdo entre los que estuvieron comunidades indígenas 
y afro, iglesias, empresarios, organizaciones de víctimas, entre otros (Jaramillo, 2016). 
El gobierno Nacional convocó a un diálogo que recogió 450 propuestas enfocadas a la 
renegociación del Acuerdo Final entre el 3 y 25 de octubre de 2016. De estas propuestas, el 
51 % estaban relacionadas con el punto del Acuerdo que trataba el tema de víctimas, seguido 
por el punto de fin del conflicto con 33% de las propuestas que lo abordan. También es 
importante tener en cuenta que el Partido Centro Democrático aportó el 37% de las 
propuestas (FIP, 2016). De las reuniones se acordaron ajustes, cambios y precisiones entre el 
Gobierno y las FARC al texto del Acuerdo (Jaramillo, 2016). Se rescata que estas 
modificaciones tuvieron en cuenta la preocupaciones y observaciones de quienes votaron por 
el NO, Una vez consolidadas las propuestas los voceros se reunieron en la Habana, con el 
objetivo de concertar un nuevo acuerdo final, el cual fue firmado en el Teatro Colón en 
Bogotá. 
En cuanto a la JEP se dieron varias modificaciones: una de las principales fue el cambio en 
el tiempo de su implementación. Se estableció que la Sala de Reconocimiento tendría dos 
años prorrogable a tres para presentar los informes; en cuanto a las resoluciones que debe 
presentar la Sala y la Unidad de Acusación e Investigación para presentar acusaciones, se 
estipuló un tiempo de 10 años; se determinó además que la JEP tendrá cinco años más para 
concluir el resto de actividades y si es necesario se podrá prorrogar este tiempo (Jaramillo, 
2016). 
Se estableció que la Sección Primera del tribunal puede estipular que el juicio sea una 
Audiencia Pública en la que puedan asistir las organizaciones de víctimas (CNMH, 2016). 
Esto contribuye a fortalecer la participación de las víctimas en el conocimiento de verdad y 
la construcción de memoria del conflicto armado y a garantizar que puedan conocer los 
procesos de justicia transicional más de cerca. 
Se define el agente de Estado no solo como la Fuerza Pública, sino como todas aquellas 
personas que ejercen funciones judiciales, ejecutivas, legislativas o administrativas para el 
momento que presuntamente haya cometido un acto criminal. También se extendió la 
competencia de la JEP a terceros civiles que hayan colaborado o financiado cualquier otro 
acto de conflicto, no solo el de grupos paramilitares (Jaramillo, 2016). Esto garantiza 
enriquecer la verdad y los procesos de justicia al tener en cuenta que la complejidad del 
conflicto armado va más allá de quien porta las armas. 
Además, se incentivó la participación de terceros civiles que no hayan tenido una 
responsabilidad determinante en crímenes representativos o graves, ya que se procede a la 
renuncia de su persecución penal si se presentan en los primeros tres años de funcionamiento 
de la JEP (Institute for Integrated Transitions, 2016). La contribución a la participación de 
manera voluntaria sin penalidades de más actores de conflicto también contribuye a construir 
una verdad más completa. 
Por otro lado, se estableció que los informes que recopila la JEP de organizaciones de 
derechos humanos o víctimas, no serán considerados acusaciones, si no insumos que serán 
valorados y contrastados por la Sala de Reconocimiento y Verdad (Jaramillo, 2016). 
Con la UPBD, se acordó que comenzaría acciones preliminares a su entrada oficial de 
funcionamiento para contribuir a la recolección de información de personas desaparecidas 
convocando a diferentes actores, instituciones y organizaciones de víctimas para que 
cooperen con este objetivo (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2016). 
A pesar del triunfo del NO en el plebiscito por la paz, las modificaciones generaron una serie 
de ajustes y precisiones que contribuyeron a la claridad y mejora en términos de construcción 
de memoria, verdad y justicia transicional. 
3.2 Las 16 Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz y la Reforma 
política 
Uno de las principales iniciativas para la materialización del acuerdo corresponde a las 16 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz; esta es una medida que promueve la 
representación política de las regiones que han sido más perjudicadas por el abandono 
institucional y el conflicto armado. También hacen parte de las medidas para la reparación 
de las comunidades y para la construcción de paz a nivel territorial. Buscando garantizar que 
estas circunscripciones estuvieran enfocadas en víctimas de las zonas más afectadas por el 
conflicto, se excluyeron a personas pertenecientes a partidos políticos establecidos con 
personería jurídica o que ya estuvieran representados en el Congreso (Goebertus, et al., 
2019). 
Durante el Fast Track4, o procedimiento legislativo para la paz, terminando el gobierno del 
presidente Santos, se presentó el Proyecto de Acto Legislativo 05 de 2017 Senado / 017 de 
Cámara de Representantes que buscaba la creación de las Circunscripciones. Sin embargo, 
este proyectó se hundió (Goebertus, et al., 2019). 
El actual presidente Iván Duque, en su campaña electoral, propuso crear 10 curules para las 
víctimas. Hasta el momento el gobierno no ha presentado ningún proyecto de ley que impulse 
esta iniciativa. En el segundo semestre de 2018 se hundió el proyecto por falta de quórum, 
después de tres intentos de aprobación por el Congreso (Goebertus, et al., 2019). 
Es importante resaltar que la vulneración a la participación de las víctimas en los entes 
gubernamentales afectó negativamente la garantía de sus derechos, porque con su 





4 El fast track es un mecanismo para reducir el número de debates en el Congreso para la aprobación de reformas 
constitucionales o leyes. Dicho mecanismo está presente en el acto legislativo número 1 de 2016 (Semana, 
2016). 
Sin embargo, no solo la garantía de la participación política de las víctimas es importante en 
la veeduría y garantía del Acuerdo de paz y el derecho a la memoria histórica del conflicto 
armado en el país, también es importante que se garantice la participación política de toda la 
población para garantizar una democracia real. Por esta razón, el punto dos del Acuerdo está 
dedicado a la participación política. 
Dentro de dicha Reforma Política se propuso la creación de la Misión Electoral Especial 
(MEE) que realizó un exhaustivo informe con propuestas que buscaban “fortalecer los 
partidos con incentivos para las institucionalización, la democracia interna y la inclusión de 
grupos subrepresentados (mujeres, jóvenes, grupos étnicos), limitando la personalización de 
la política y el clientelismo¨ (Misión de Observación Electoral, 2017). 
El gobierno de Duque a su vez presentó un proyecto de reforma política, que desconoce la 
reforma estructural propuesta por la MEE; solo tuvo en cuenta cuatro de las 
recomendaciones: la autonomía a todo nivel del Consejo Nacional Electoral, que el Estado 
financiara las campañas principalmente, la paridad de género en las listas y la Listas cerradas 
y únicas de elección de concejales, diputados y congresistas. Otra de las propuestas que 
incluye el Acuerdo es garantizar más puestos de votación en las zonas más dispersas y 
alejadas ya que hay 360 municipios que solo cuentan con un puesto de votación por cada 63 
km. Esto tampoco ha sido implementado (Goebertus, et al., 2019). 
De esta manera, la participación política es relativamente lejana de la garantía del derecho a 
la memoria del conflicto armado, sin embargo, el establecimiento equitativo de herramientas 
políticas y democráticas para que toda la población pueda acceder y reivindicar sus derechos, 
entre estos el de la memoria y la verdad. 
3.3    El año de gobierno de Duque 
 
La implementación del Acuerdo, especialmente en el punto de Víctimas y El Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) ha tenido notables dificultades 
como la reducción presupuestal de las entidades involucradas, los ataques mediáticos, 
políticos y jurídicos, especialmente contra la JEP y diversos obstáculos para la aprobación 
de la normatividad que requiere por parte del Congreso de la República. A pesar de estas 
dificultades las entidades del SIVJRNR han avanzado en la consolidación de lineamientos y 
procedimientos de su labor a nivel nacional promoviendo el desarrollo de sus mandatos 
(CINEP, 2019). 
Avances en la implementación 
 
Comisión para el esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no repetición 
(CEV). 
El 29 de noviembre de 2018 se dio el inició sus actividades de escuchar y sistematizar 
testimonios (Goebertus, et al., 2019). Durante el año 2019 se han adelantado acciones que 
favorecen el ejercicio de esta institución a nivel territorial, como son el establecimiento de 
Casas de la Verdad en diferentes regiones. La CEV también ha buscado establecer relaciones 
entre entidades gubernamentales, como la Fiscalía, las Fuerzas Armadas y organizaciones 
sociales y el sector académico, entre otras (CINEP, 2019); la función de estos espacios es 
que cualquier persona pueda aportar a la construcción de verdad del conflicto armado. Se 
espera completar 19 Casas de Verdad a lo largo del país (Comisión de la Verdad, 2019). 
Estos espacios toman relevancia en la garantía de la construcción de memoria en el país al 
promover la participación de toda la sociedad incluyendo los sectores rurales más alejados 
El Gobierno a través del Plan Nacional de Desarrollo (PND) ha reconocido la independencia 
y autonomía de esta entidad y la importancia que trabaje en conjunto con entidades como el 
CNMH (CINEP, 2019). Estos puentes entre instituciones pueden aportar mucho en la 
construcción de memoria y verdad del conflicto armado. 
Unidad especial para búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y 
en razón del conflicto.(UBPD) 
Se encuentra avanzando en acciones de búsqueda y se preparando la instalación de las 17 
sedes de la institución en diferentes sectores del país. También ha tenido intercambio con 
diversas instituciones para intercambiar información acerca de la desaparición forzada. EL 
PND reconoce la autonomía y labor de esta institución, sin embargo, hasta el momento no le 
ha otorgado los recursos necesarios para que ejerza sus funciones, especialmente a nivel 
territorial (CINEP, 2019). 
Jurisdicción especial para la paz. (JEP) 
 
Se ha encargado de la investigación, juzgamiento, y sanción de los principales responsables 
de los crímenes más representativos del conflicto, ha avanzado con las diligencias judiciales 
y audiencias. Desde que empezó a funcionar hasta finales del 2019 la JEP ha sometido 12.234 
personas que incluye mayoritariamente miembros de las FARC (79.4%) y miembros de la 
Fuerza Pública (19.8%), seguidos de otros agentes del Estado (0.7%) y miembros de protesta 
social (0.1%) (JEP, 2019b). También se destacan los 165 informes compilados de entidades 
del Estado, organización de víctimas y de sociedad civil (Goebertus, et al., 2019) que aportan 
una gran cantidad de información sobre el conflicto armado. 
En el PND se reconoce la independencia y autonomía de la JEP, sin embargo, de acuerdo con 
el CINEP: ¨La creación de un registro único de decisiones penales centralizado y coordinado 
por la policía en el cual se requeriría de toda la información de la JEP, y la creación de un 
rubro especial para la Unidad de Investigación y Acusación –UIA- en el Presupuesto 
Nacional¨ (CINEP, 2019, p. 27), lo cual puede amenazar el funcionamiento de este ente. Por 
otra parte, el PND ha reducido la meta de reparación de víctimas frente a lo que tenía el 
gobierno anterior. Además se contempla únicamente una reparación a través de la 
indemnización, lo cual no corresponde a la reparación integral contemplada desde la Ley de 
Víctimas. Uno de los importantes aportes que hace el PND en esfuerzos de garantizar el 
derecho a la memoria es cumplir con iniciativas del Acuerdo como el Archivo de Derechos 
Humanos y el Museo de Memoria Histórica (Goebertus, et al., 2019). 
Ley estatutaria de la JEP entre objeciones y modificaciones 
 
La ley estatutaria de la JEP, (Ley 1957 de 2019) fue creada para regular la justicia transicional 
enmarcada en el Acuerdo de Paz, la cual establece con claridad los parámetros de atención a 
víctimas y de la materialización y garantía de sus derechos (JEP, 2019a). El primer gran acto 
normativo que reglamentó el acuerdo y el funcionamiento de la jurisdicción especial fue el 
Acto legislativo 1 de 2017, por medio del cual, se incluye en la Constitución Política las 
disposiciones transitorias para garantizar la finalización del conflicto interno y la 
construcción de la paz. Más recientemente se presentó la Ley 1922 del 18 de julio de 2018, 
la cual es una ley de procedimiento que establece las reglas para el funcionamiento de las 
secciones y salas que conforman la JEP. Además, garantiza la participación de las víctimas 
y establece los pasos a seguir para recibir a quienes comparezcan, es decir, civiles, ex 
guerrilleros, miembros de la fuerza pública (Colombia en Transición, 2019). Cabe destacar 
la importancia de la ley 1957 de 2019, es estatutaria, es especial al tratar aspectos que afectan 
los derechos fundamentales (Dejusticia, 2019a). 
A pesar de que la Ley 1922 del 2018 fue considerada “indispensable para el adecuado 
funcionamiento de la jurisdicción y que, en general, cumple sus propósitos de satisfacer los 
derechos de las víctimas y aportar a un paz estable y duradera” (Dejusticia, 2019a), la ley fue 
demandada ante la Corte Constitucional por la Comisión Colombiana de Juristas y el Centro 
de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad por considerar cuatro de las normas como 
inconstitucionales (Roldán, 2019). 
La primera de estas normas se refiere a la prohibición de solicitar pruebas en los casos de 
extradición, la segunda está relacionada con el tratamiento especial de la Fuerza Pública. 
Estas normas no fueron discutidas al ser agregadas en el último debate del Congreso, lo cual 
se considera un vicio de procedimiento y violación de los principios democráticos. Además 
buscaba suspender indefinidamente la competencia de la JEP en el juzgamiento de la Fuerza 
Pública, mientras se creaba una sala alterna que practicara dicho procedimiento. También 
buscaba impedir que se investigaran las conductas relacionadas con planes, móviles y 
estructuras de los crímenes cometidos. Esto perjudicaba sobremanera el derecho a la verdad 
y la lucha contra la impunidad de la sociedad y de las víctimas. Otra de las normas buscaba 
hacer prevalecer el derecho al buen nombre sobre los casos estudiados por la JEP, lo cual 
anteponía este derecho a los derechos a la verdad y la justicia de las víctimas (Dejusticia, 
2019a). 
Estas normas amenazaban además el derecho a la memoria de las víctimas y de la sociedad 
en general, ya que al excluir a los agentes de Estado de la JEP se hubiera limitado la verdad 
del conflicto armado que aporta ésta desde su ejercicio. Sin embargo, el 13 de marzo de 2019 
la Corte Constitucional consideró inexequibles los apartes demandados (Roldán, 2019). 
Después de que la ley estatutaria de la JEP fue aprobada por el Congreso, la Corte 
Constitucional revisó el proyecto de ley y emitió la Sentencia C-080 de 2018 que la reconoce 
como exequible prácticamente en su totalidad y como parte fundamental para el 
funcionamiento de la jurisdicción del Acuerdo de paz, promoviendo la seguridad jurídica de 
quienes comparezcan y la garantía de los derechos de las víctimas (JEP, 2019a). 
Algunos de las inexequibilidades y condicionamientos fueron los delitos sexuales contra 
menores, donde determinó que el Congreso no podía agregar nuevas sanciones a las 
contenidas en el Acto Legislativo 01 del 2017. En cuanto a la extradición de los miembros 
de las FARC, realizó algunas precisiones, pero mantuvo el mandato a la no extradición. En 
relación a los delitos cometidos después de la firma del Acuerdo, estos serán remitidos a la 
justicia ordinaria, así que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y el Gobierno 
Nacional son quienes deciden la extradición en estos casos. Por otro lado, declaró que las 
inhabilidades a los magistrados de la JEP son inconstitucionales (Lizarazo, 2018). 
Posteriormente, esta Ley pasó al Presidente de la República quién la objetó el 9 de marzo de 
2019. Estas objeciones, enmarcadas dentro de la potestad que le otorga la Constitución al 
presidente de objetar un proyecto de ley ya revisado por la Corte Constitucional, se centraron 
en que seis de los 159 artículos de la ley estatutaria, afirmando que estos artículos son 
inconvenientes ya que “conducirían a la impunidad o permitirían que se abuse de los 
beneficios contemplados en el Acuerdo Final¨, (Presidencia de la República, 2019, p. 1). El 
presidente Duque argumentó que estas observaciones buscaban contribuir a la modificación 
de la Justicia transicional para que esta asegurara un ¨genuina verdad, genuina Justicia, 
genuina Reparación y genuina No Repetición.” (Presidencia de la República, 2019, p. 2). 
Estas objeciones tuvieron que pasar nuevamente por el Congreso de la República, donde 
fueron rechazadas tanto en la Cámara de Representantes como en el Senado. El 29 de mayo 
de 2019 las Objeciones del presidente Duque a la Ley estatutaria fueron tumbadas por la 
Corte Constitucional lo cual lo obligó a sancionarla sin los reparos que le había hecho al 
proyecto de ley. La decisión de la Corte, más allá de ser una revisión juiciosa de las 
objeciones, se basó en considerar la votación mayoritaria en Cámara y Senado, que 
respaldaba el proyecto de ley tal y como lo habían aprobado anteriormente y como lo había 
avalado ya la Corte (El Tiempo, 2019). 
El nuevo rumbo del Centro de Memoria Histórica 
 
Una de las principales acciones que más evidencia la postura que tiene el gobierno actual 
frente al derecho a la memoria fue el nombramiento de Darío Acevedo en la dirección del 
Centro de Memoria Histórica. Darío Acevedo ha tenido una postura negacionista frente al 
conflicto armado en Colombia, por lo cual, su dirección en el Centro de Memoria Histórica, 
problematiza la garantía y reconstrucción del derecho a la memoria en el país. Gran cantidad 
de organizaciones, juristas y académicos se han manifestado al respecto sin que el gobierno 
proponga alternativas a dicho nombramiento. 
4 Conclusiones 
 
Es innegable que se han dado grandes avances a nivel normativo y de lucha social relacionada 
con la complejización y concientización de la importancia y utilidad del derecho de la 
memoria en la superación del conflicto armado colombiano. La implementación de estas 
normativas y políticas y la continuidad en la construcción y protección de la memoria 
histórica es el gran reto actual. 
La memoria, más allá de ser una experiencia del posconflicto, se ha materializado en 
Colombia como una respuesta a la cotidianidad de la guerra y como una forma de denuncia, 
rebeldía y lucha contra el silenciamiento que se le ha dado a las víctimas, contra la impunidad 
y la violencia. Solo será posible alcanzar la construcción de paz y reconciliación cuando se 
logre superar la negación y el ocultamiento de las víctimas, y se reconozcan las 
responsabilidades que han tenido los diferentes actores del conflicto. El desarrollo del 
conflicto armado transcurre en paralelo a la confrontación de reclamos y memorias. La 
memoria está inscrita en el presente, en un conflicto que no se detiene y por esto debe ser un 
ejercicio continuo en el que se medien las constantes tensiones que hay entre la sociedad y 
las instituciones y se visibilice su carácter diverso, polifónico y democrático (Grupo de 
Memoria Histórica, 2016). 
Los esfuerzos estatales y extra institucionales de diversas organizaciones han ido 
configurando una pluralidad de memorias conformadas por la participación de diferentes 
actores, sectores de víctimas, manifestadas en diferentes lenguajes a través de diversos 
recursos (Sánchez, 2018). 
La garantía al derecho a la memoria en el Acuerdo de paz, está relacionada con la 
implementación total de los diferentes puntos del acuerdo que involucran a las víctimas, la 
reparación integral, la participación política, la justicia transicional, entre otras, son 
elementos fundamentales para que el derecho a la memoria histórica y a la garantía de su 
construcción alrededor del conflicto armado colombiano se continúe dando. 
Aunque se han adelantado algunas modificaciones al Acuerdo en diferentes momentos, estos 
no han amenazado significativamente el ejercicio del derecho a la memoria en el país. Lo 
que realmente ha amenazado dicho derecho son los obstáculos que ha tenido la 
implementación del Acuerdo. Todo lo que se ha avanzado a nivel legislativo, en políticas 
públicas y de luchas no gubernamentales relacionado con la garantía del derecho a la 
memoria y a la verdad de las víctimas y de la sociedad en general, fue consolidado en el 
Acuerdo como una herramienta para la construcción de paz. Sin embargo, estos avances se 
desdibujan por el incumplimiento de dicho acuerdo por parte del gobierno representado en 
el presidente Duque. En el ámbito legislativo estos obstáculos se han materializado en 
dilaciones, demoras y expediciones normativas contrarias al funcionamiento del Acuerdo. 
Cabe destacar la importancia de continuar haciendo veeduría de la implementación del 
Acuerdo, y análisis juicioso de cómo las tensiones jurídicas y políticas que se presentan 
afectan la garantía y ejercicio de los derechos de víctimas y la sociedad en conjunto. La paz 
es un proceso humano para plantearse otro tipo de sociedades y para resolver conflictos, 
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